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CONTRADICCIÓN DE TESIS 12/2010. ENTRE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN Y EL TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN.


MINISTRA PONENTE: MARGARITA BEATRIZ LUNA RAMOS.
SECRETARIA: MARÍA MARCELA RAMÍREZ CERRILLO.


México, Distrito Federal. Acuerdo del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al día  veintiséis de mayo de dos mil once.

Vo. Bo.

V I S T O S, y;
R E S U L T A N D O:

Cotejó:

PRIMERO. Denuncia. Por oficio número ********** presentado el ocho de enero de dos mil diez, en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, ********** Titular de la Contraloría General del Instituto Federal Electoral, denunció la contradicción de criterios, entre los sostenidos por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, al admitir a trámite y resolver los juicios para dirimir los conflictos o diferencias laborales números **********; **********; **********, ********** y ********** y por la Primera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el amparo en revisión número **********, en el que resolvió la incompetencia del Tribunal Electoral antes mencionado, para conocer de los conflictos que se deriven con motivo de las resoluciones dictadas en los procedimientos de responsabilidades administrativas de los servidores públicos instaurados por la Contraloría General del Instituto Federal Electoral.

SEGUNDO. Trámite de la denuncia. Por acuerdo de doce de enero de dos mil diez, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó que se formara y registrara el expediente con el número C.T. 12/2010 y solicitó al Presidente del citado Tribunal Electoral la remisión de los expedientes mencionados, o copias certificadas de las sentencias ahí pronunciadas, así como los archivos electrónicos que las contuvieran.

TERCERO. Integración del asunto. En diverso acuerdo de ocho de febrero de dos mil diez el Tribunal Pleno se avocó al conocimiento del presente asunto; se dio vista al Procurador General de la República y como está ordenado en el proveído de dos de febrero del mismo año, dictado por el Presidente de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, volvió el presente expediente a la Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos a quien por turno corresponde formular el proyecto de resolución correspondiente.

Mediante oficio **********, fechado el diecinueve de marzo de dos mil diez, el Agente del Ministerio Público de la adscripción, formuló la opinión respectiva.

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Competencia. Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer y resolver la presente denuncia de contradicción de tesis, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 99, párrafo séptimo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 10, fracción VIII, 236 y 237 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con lo establecido en el punto tercero, fracción VI, del Acuerdo General plenario 5/2001, emitido el veintiuno de junio de dos mil uno, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día veintinueve siguiente, en virtud de que la presente denuncia de contradicción versa sobre los criterios emitidos por la Primera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación y por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.

SEGUNDO. Legitimación.La denuncia de contradicción de tesis proviene de parte legítima en términos del artículo 99, párrafo séptimo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en razón de que fue formulada por ********** en su calidad de Titular de la Contraloría General del Instituto Federal Electoral, que fue parte en los asuntos que dieron origen a la presente contradicción de tesis.

TERCERO. Posturas contendientes. Con la finalidad de establecer y determinar si existe o no la contradicción de tesis denunciada, se estima conveniente analizar las consideraciones y argumentaciones en que basaron sus resoluciones los órganos contendientes.

Criterio de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Al resolver el amparo en revisión **********, interpuesto por **********, en fecha **********, en lo que interesa al tema de esta contradicción, sostuvo:

“…CUARTO. Estudio del asunto. (…) En primer lugar, es necesario precisar que el Juez de Distrito consideró que el juicio de amparo no era la vía procedente para impugnar las resoluciones emitidas por el Instituto Federal Electoral en las que se aplique la normativa relativa a las responsabilidades administrativas de los servidores públicos dado que el texto de las fracciones VII y VIII del artículo 99 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone que dichos conflictos serán resueltos por el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. (…) Así, para poder resolver el tema de la procedencia del juicio de amparo en el supuesto mencionado, es necesario interpretar el alcance de las dos fracciones del artículo 99 de la Constitución Federal. Por considerar que ambas fracciones se refieren a supuestos diferentes, lo adecuado es realizar el estudio de cada una de ellas por separado. --- Régimen laboral y régimen de responsabilidades administrativas de los servidores públicos. --- Como ya se mencionó, el acto reclamado en la demanda de amparo consistió en diversas resoluciones que fueron emitidas por la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral dentro de un procedimiento de sanción por violaciones a las normas de responsabilidades administrativas de los servidores públicos. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que la fracción VII del artículo 99 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no se refiere a este tipo de conflictos, por lo que en el citado caso no se actualiza la competencia del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. Lo anterior se sustenta en que, como se explicará a continuación, la citada porción del artículo 99 de la Constitución Federal se refiere exclusivamente a los conflictos laborales que se susciten entre el Instituto Federal Electoral y sus trabajadores. --- De esta forma, en opinión de esta Primera Sala, resulta indispensable distinguir, por una parte, los conflictos que se suscitan entre los trabajadores y los patrones y, por la otra, los conflictos que puedan surgir por el fincamiento de responsabilidades administrativas a los servidores públicos. Así, éstos se encuentran sujetos a un doble régimen jurídico. Por un lado, existe una relación laboral entre el trabajador y el patrón (en el caso en cuestión el Instituto Federal Electoral) y esta relación jurídica se regirá por las normas de derecho laboral aplicables. Por otro lado, los servidores públicos también se encuentran sujetos a un régimen de responsabilidades administrativas que determina la forma y las condiciones como los servidores públicos deben desempeñarse. --- La relación laboral que se da en este caso entre el funcionario y el Instituto Federal Electoral se caracteriza por una relación de subordinación en la que el trabajador se compromete a prestar un servicio personal al patrón a cambio de una contraprestación económica. En términos generales se ha señalado como característica de la relación laboral la prestación de un trabajo personal subordinado a una persona mediante el pago de un salario. (…) En el caso de los trabajadores del Instituto Federal Electoral, la Constitución Federal determina que su régimen laboral se encontrará detallado en el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales. Así, la base tercera del artículo 41 de la Constitución Federal establece que las relaciones laborales entre el Instituto Federal Electoral y sus trabajadores se regirán por la ley electoral y el estatuto que apruebe el Consejo General. (…) Del precepto citado se desprende que el Órgano Reformador de la Constitución consideró pertinente que, dadas las características del Instituto Federal Electoral, el régimen laboral de los empleados del organismo electoral debía establecerse en un cuerpo normativo específico. Así, el régimen laboral de los trabajadores del Instituto Federal Electoral se excluye del régimen general que contempla el artículo 123 de la Constitución Federal y se regula de forma independiente. Es necesario señalar que la fracción VII del artículo 99 constitucional adquiere sentido dentro de este régimen diferenciado al que están sujetos los trabajadores del Instituto Federal Electoral. La Constitución Federal asigna la resolución de las controversias laborales al Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. --- Ahora bien, independiente de la relación laboral que existe entre el funcionario (trabajador) y el Estado (patrón), los funcionarios se encuentran sujetos al régimen de responsabilidades administrativas de los servidores públicos. Este régimen define cuáles son las obligaciones de los servidores públicos en el desempeño de su empleo, cargo o comisión. El catálogo de obligaciones, las sanciones por el incumplimiento y el procedimiento para sancionar a los servidores públicos son normas materialmente diferentes a las normas laborales. Incluso se encuentran contenidas en cuerpos normativos diferentes. --- De esta forma, una vez que se han señalado las características del régimen laboral y el régimen de responsabilidades de los servidores públicos es posible estudiar los actos reclamados en la demanda de amparo con el fin de determinar a qué régimen corresponden. --- Cuando el Instituto Federal Electoral sanciona a uno de sus funcionarios por considerar que incurrió en alguna de las causas de responsabilidad que establece la legislación de responsabilidades administrativas de los servidores públicos no actúa como patrón del funcionario. La sanción que se le impone no obedece a la violación de algún deber que tenía en tanto trabajador (sic), sino que responde a un régimen de obligaciones diferentes. Adicionalmente, el Instituto Federal Electoral puede sancionar a sus trabajadores por faltas a las obligaciones que derivan del vínculo laboral que existe entre el instituto y sus trabajadores. Es este caso, las causas para imponer una sanción derivan del incumplimiento de las condiciones de trabajo y son diferentes a las de responsabilidad de los servidores públicos ya que este sistema responde a una lógica diferente. --- Para poder realizar de forma adecuada la distinción entre el régimen laboral y el régimen de responsabilidades administrativas de los servidores públicos, es fundamental comprender que el mismo órgano puede actuar respecto de los mismos sujetos en los dos regímenes normativos. Pero esta identidad en los sujetos, no puede llevar a la equiparación de ambos regímenes ya que responden a objetivos diferentes, tienen condiciones de aplicación diferentes, las sanciones no son las mismas y se tramitan de forma diferente. (…) Una vez que se han separado con claridad las materias laboral y de responsabilidades administrativas de los servidores públicos, es posible apreciar que la fracción VII del artículo 99 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no facultó al Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación para conocer de la totalidad de los conflictos que pudieran surgir entre el Instituto Federal Electoral y sus trabajadores. El citado precepto constitucional exclusivamente asignó al Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación competencia para conocer de aquellos conflictos laborales que se susciten entre el Instituto Federal Electoral y sus trabajadores. Por lo tanto, al ser el régimen de responsabilidades administrativas de los servidores públicos una materia independiente, ésta no puede considerarse asignada al Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. --- Por lo tanto, si en el caso en cuestión el quejoso señala en su demanda de amparo como actos reclamados diversas resoluciones dictadas en procedimientos de responsabilidades de servidores públicos, es claro que no se encuentra en el supuesto de la fracción VII del artículo 99 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Lo anterior ya que la citada fracción, como ya se dijo, se refiere exclusivamente a los conflictos laborales, esto es, aquellos en que el Instituto Federal Electoral actúa como patrón. En consecuencia, no puede declararse improcedente el juicio de amparo por ser competente el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. --- (…) Como consecuencia de lo anterior, se reserva jurisdicción al Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito para que, de no encontrar alguna otra causal de improcedencia, se ocupe del estudio de los conceptos de violación hechos valer por la parte quejosa. --- (…) Por lo anteriormente expuesto y fundado, se revuelve: --- PRIMERO.- En la materia de la revisión, competencia de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se revoca la sentencia recurrida. --- SEGUNDO.- Se reserva jurisdicción al Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, en términos del último considerando de esta resolución.”

CUARTO. Por otra parte, el criterio sustentado por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, al resolver los conflictos o diferencias laborales números **********; **********; **********, ********** y **********, relativos a la impugnación realizada por servidores del Instituto Federal Electoral, en contra de la respectiva resolución emitida por el Titular de la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral en procedimientos administrativos de responsabilidades administrativas; en sesiones celebradas el **********, **********, **********, ********** y **********, respectivamente, sostuvo, esencialmente, las consideraciones siguientes:

· Esta Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación es competente para conocer y resolver el presente juicio, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 99, párrafo cuarto, fracción VII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 186, fracción III, inciso e), y 189, fracción I, inciso h), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, así como 94 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral.

· Lo anterior porque se trata de un juicio para dirimir los conflictos o diferencias laborales de los servidores del Instituto Federal Electoral, en el cual un miembro del indicado Instituto considera afectados sus derechos por tratarse de la impugnación de una resolución emitida en un procedimiento administrativo instaurado por la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral con uno de sus servidores.

QUINTO. Se está en el supuesto de la contradicción de criterios previsto en el artículo 99, párrafo séptimo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dado que la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido un criterio que se contrapone con el que a su vez sostuvo la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en cuanto a la competencia de ésta para resolver sobre la impugnación que hacen los servidores públicos del Instituto Federal Electoral, de la sanción que les fue impuesta por la Contraloría General de dicho Instituto en un procedimiento de responsabilidad administrativa, en los que ambos resolvieron con fundamento en el artículo 99, fracción VII de la propia Constitución Federal, llegando a conclusiones diferentes y opuestas.

Es de tomarse en consideración, por analogía, el criterio del Pleno de este Alto Tribunal en el sentido de que para tener por configurada la contradicción de tesis, es innecesario que los elementos fácticos analizados en las resoluciones contendientes sean idénticos y que no es relevante que se adviertan elementos secundarios diferentes en el origen de las ejecutorias, sino que lo trascendente es que el criterio jurídico establecido por ellas respecto de un tema similar sea discordante esencialmente, criterio que fue establecido en las tesis que enseguida se citan:

“CONTRADICCIÓN DE TESIS. EXISTE CUANDO LAS SALAS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN O LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO ADOPTAN EN SUS SENTENCIAS CRITERIOS JURÍDICOS DISCREPANTES SOBRE UN MISMO PUNTO DE DERECHO, INDEPENDIENTEMENTE DE QUE LAS CUESTIONES FÁCTICAS QUE LO RODEAN NO SEAN EXACTAMENTE IGUALES. De los artículos 107, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 197 y 197-A de la Ley de Amparo, se advierte que la existencia de la contradicción de criterios está condicionada a que las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o los Tribunales Colegiados de Circuito en las sentencias que pronuncien sostengan "tesis contradictorias", entendiéndose por "tesis" el criterio adoptado por el juzgador a través de argumentaciones lógico-jurídicas para justificar su decisión en una controversia, lo que determina que la contradicción de tesis se actualiza cuando dos o más órganos jurisdiccionales terminales adoptan criterios jurídicos discrepantes sobre un mismo punto de derecho, independientemente de que las cuestiones fácticas que lo rodean no sean exactamente iguales, pues la práctica judicial demuestra la dificultad de que existan dos o más asuntos idénticos, tanto en los problemas de derecho como en los de hecho, de ahí que considerar que la contradicción se actualiza únicamente cuando los asuntos son exactamente iguales constituye un criterio rigorista que impide resolver la discrepancia de criterios jurídicos, lo que conlleva a que el esfuerzo judicial se centre en detectar las diferencias entre los asuntos y no en solucionar la discrepancia. Además, las cuestiones fácticas que en ocasiones rodean el problema jurídico respecto del cual se sostienen criterios opuestos y, consecuentemente, se denuncian como contradictorios, generalmente son cuestiones secundarias o accidentales y, por tanto, no inciden en la naturaleza de los problemas jurídicos resueltos. Es por ello que este Alto Tribunal interrumpió la jurisprudencia P./J. 26/2001 de rubro: "CONTRADICCIÓN DE TESIS DE TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. REQUISITOS PARA SU EXISTENCIA.", al resolver la contradicción de tesis **********, pues al establecer que la contradicción se actualiza siempre que "al resolver los negocios jurídicos se examinen cuestiones jurídicas esencialmente iguales y se adopten posiciones o criterios jurídicos discrepantes" se impedía el estudio del tema jurídico materia de la contradicción con base en "diferencias" fácticas que desde el punto de vista estrictamente jurídico no deberían obstaculizar el análisis de fondo de la contradicción planteada, lo que es contrario a la lógica del sistema de jurisprudencia establecido en la Ley de Amparo, pues al sujetarse su existencia al cumplimiento del indicado requisito disminuye el número de contradicciones que se resuelven en detrimento de la seguridad jurídica que debe salvaguardarse ante criterios jurídicos claramente opuestos. De lo anterior se sigue que la existencia de una contradicción de tesis deriva de la discrepancia de criterios jurídicos, es decir, de la oposición en la solución de temas jurídicos que se extraen de asuntos que pueden válidamente ser diferentes en sus cuestiones fácticas, lo cual es congruente con la finalidad establecida tanto en la Constitución General de la República como en la Ley de Amparo para las contradicciones de tesis, pues permite que cumplan el propósito para el que fueron creadas y que no se desvirtúe buscando las diferencias de detalle que impiden su resolución.”[footnoteRef:1] [1:  No. Registro: 164,120. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Novena Época. Instancia: Pleno. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: XXXII, agosto de 2010. Tesis: P./J. 72/2010. Página: 7] 


“CONTRADICCIÓN DE TESIS. DEBE ESTIMARSE EXISTENTE, AUNQUE SE ADVIERTAN ELEMENTOS SECUNDARIOS DIFERENTES EN EL ORIGEN DE LAS EJECUTORIAS. El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia P./J. 26/2001, de rubro: ‘CONTRADICCIÓN DE TESIS DE TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. REQUISITOS PARA SU EXISTENCIA.’, sostuvo su firme rechazo a resolver las contradicciones de tesis en las que las sentencias respectivas hubieran partido de distintos elementos, criterio que se considera indispensable flexibilizar, a fin de dar mayor eficacia a su función unificadora de la interpretación del orden jurídico nacional, de modo que no solamente se resuelvan las contradicciones claramente inobjetables desde un punto de vista lógico, sino también aquellas cuya existencia sobre un problema central se encuentre rodeado de situaciones previas diversas, ya sea por la complejidad de supuestos legales aplicables o por la profusión de circunstancias de hecho a las que se hubiera tenido que atender para juzgarlo. En efecto, la confusión provocada por la coexistencia de posturas disímbolas sobre un mismo problema jurídico no encuentra justificación en la circunstancia de que, una y otra posiciones, hubieran tenido un diferenciado origen en los aspectos accesorios o secundarios que les precedan, ya que las particularidades de cada caso no siempre resultan relevantes, y pueden ser sólo adyacentes a un problema jurídico central, perfectamente identificable y que amerite resolverse. Ante este tipo de situaciones, en las que pudiera haber duda acerca del alcance de las modalidades que adoptó cada ejecutoria, debe preferirse la decisión que conduzca a la certidumbre en las decisiones judiciales, a través de la unidad interpretativa del orden jurídico. Por tanto, dejando de lado las características menores que revistan las sentencias en cuestión, y previa declaración de la existencia de la contradicción sobre el punto jurídico central detectado, el Alto Tribunal debe pronunciarse sobre el fondo del problema y aprovechar la oportunidad para hacer toda clase de aclaraciones, en orden a precisar las singularidades de cada una de las sentencias en conflicto, y en todo caso, los efectos que esas peculiaridades producen y la variedad de alternativas de solución que correspondan”. [footnoteRef:2] [2:  Novena Época. Instancia: Pleno. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: XXX. julio de 2009. Tesis: P. XLVII/2009. Página: 67.
] 


En efecto, como se advierte de la relación hecha en el considerando precedente, en el caso, la contradicción de tesis existe, pues respecto de una misma cuestión jurídica dos órganos colegiados jurisdiccionales emitieron respuestas antagónicas.

De los antecedentes de los asuntos que fueron del conocimiento de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, se advierte:

· Una vez tramitados los procedimientos de responsabilidad administrativa de determinados servidores públicos ante la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral, el Titular de la misma dictó resolución en la que fue fincada responsabilidad al servidor público, imponiéndose en consecuencia la sanción respectiva.

· Dicha resolución fue impugnada por el servidor público mediante demanda presentada (o turnada por incompetencia) ante la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, expresando para ello los agravios que estima se le causaron con la emisión del fallo reclamado.

· Previa la tramitación del procedimiento del juicio para dirimir el conflicto o diferencias laborales del Instituto Federal Electoral ante dicha Sala, ésta sostuvo su competencia y emitió el fallo correspondiente.

 Por otra parte, el asunto que fue del conocimiento de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, tiene como antecedentes:

· Tramitado el procedimiento de responsabilidades administrativas ante el Órgano Interno de Control del Instituto Federal Electoral, la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral dictó una resolución dentro del expediente administrativo, en la que se determinó sancionar al servidor público. 

· Inconforme con dicha resolución, el servidor público promovió recurso de revocación, el cual fue resuelto previo el trámite correspondiente, por la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral. 

· La resolución del recurso de revocación fue impugnada en demanda de amparo, en el que se señalaron como actos reclamados:

1. El inicio del procedimiento administrativo de responsabilidad y su resolución.
1. La sentencia que recayó al recurso de revocación.

· El Juez Décimo de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal, sobreseyó el juicio de amparo porque consideró  que en el caso se actualizaba la hipótesis de improcedencia establecida en el artículo 73, fracción XVIII, de la Ley de Amparo, en relación con el artículo 99, fracciones VII y VIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez que:

“ a) La vía intentada por el quejoso era improcedente, pues se reclama el inicio del procedimiento de responsabilidades, la emisión de la resolución del veintiocho de septiembre del dos mil siete y la resolución que recayó al recurso de revocación del ocho de enero del dos mil ocho; 

b) Al existir un régimen especial para la resolución, en única instancia, de las diferencias y conflictos laborales suscitados entre el Instituto Federal Electoral y sus servidores, así como para la determinación e imposición de sanciones, éstos no pueden ser impugnados mediante el juicio de amparo. Esto es así, pues según lo establecen las fracciones VII y VIII del artículo 99 de la Constitución General de la República, corresponde al Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación resolver tales conflictos de forma definitiva e inatacable; 

c) Debido a la conformación y trascendencia social de la actuación del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, sus resoluciones no requieren revisarse respecto a cuestiones de legalidad o constitucionalidad por un órgano de control, tal como lo reconoce el artículo 189, fracción I, inciso h), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.”

· Finalmente, el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al que originalmente le fue turnado el recurso de revisión interpuesto por el quejoso en contra de la indicada sentencia, determinó remitir el asunto a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, a efecto de que ésta decidiera si ejerce su competencia originaria por considerar, entre otras razones, que era necesario interpretar de manera directa, los artículos 41, 99, fracciones VII y VIII, 109 y 123, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y con ello dilucidar: (1) la naturaleza jurídica del Instituto Federal Electoral; (2) la manera en que se rigen sus relaciones laborales y de responsabilidades administrativas; y, (3) si los conflictos a que hace referencia la fracción VII del artículo 109 de la Ley Fundamental se refiere a las resoluciones dictadas en materia de responsabilidades de los servidores públicos; además de determinar si como supuesto de excepción, cuando se reclame la inconstitucionalidad de una ley, procede el juicio de amparo en contra de esas resoluciones, en virtud de la improcedencia expresa que para esos casos prevé el artículo 10 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral.

En cuanto al pronunciamiento de los órganos colegiados en cita, la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, determinó que era competente para resolver de la impugnación de la resolución recaída en el procedimiento de responsabilidad administrativa del servidor público del Instituto Federal Electoral, con fundamento en el artículo 99, párrafo cuarto, fracción VII de la Constitución Federal y 189, fracción I, inciso h) de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

A su vez, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, estableció que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación carece de competencia para resolver de la impugnación de que se trata, porque la facultad otorgada en la fracción VII del artículo 99 de la Constitución Federal, no se refiere a los conflictos derivados de la imposición de sanciones derivadas de procedimientos de responsabilidad administrativa de los servidores públicos, sino sólo aquellos derivados de la relación laboral.

Por tanto, dados los antecedentes de los asuntos involucrados así como las consideraciones que sostuvieron, se advierte que mientras la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación sostuvo su competencia para resolver sobre la legalidad de la resolución emitida en un procedimiento de responsabilidad administrativa, apoyándose para ello en los artículos 99, párrafo cuarto, fracción VII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 189, fracción I, inciso h), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; la Primera Sala determinó que dicha Sala Superior es incompetente, pues la resolución del procedimiento administrativo de que se habla, debe ser impugnada mediante el juicio de amparo, por no darse los supuestos de competencia previstos en la fracción VII del artículo 99 constitucional.

En virtud de lo anterior, la presente contradicción de tesis tiene como punto jurídico en conflicto, determinar si es o no competente la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación para conocer de las demandas interpuestas en contra de  las resoluciones que emite la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral, en los procedimientos de responsabilidades administrativas  de sus servidores públicos.
 
Es preciso aclarar que no participa de la presente contradicción de criterios, la ejecutoria de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación relativa al conflicto laboral identificado con la clave **********, promovido en contra del Titular de la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral, para impugnar la resolución recaída al recurso de revocación interpuesto para controvertir la resolución dictada en el procedimiento administrativo de responsabilidad **********, toda vez que dicha Sala Superior sostuvo su competencia por virtud de la resolución derivada del Conflicto competencial **********, respecto del cual, el siete de diciembre de dos mil siete, el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, fincó la competencia en la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.

Esto es así, porque en ese asunto en particular, dicha Sala Superior sostuvo su competencia en cumplimiento de la resolución emitida por el Tribunal Colegiado de Circuito ya mencionado, lo que redunda en que no se estuvo en el supuesto de un criterio propio de la Sala sino del Tribunal Colegiado que se lo ordenó.

Ahora bien, no obstante la existencia de la contradicción de tesis, debe declararse sin materia, porque con motivo de la expedición del nuevo Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, publicado en el Diario Oficial de la Federación el catorce de enero de dos mil ocho, y en vigor a partir del día siguiente, ya no es necesario determinar si es o no competente la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación para conocer de las demandas interpuestas en contra de las resoluciones que emite la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral, en los procedimientos administrativos de responsabilidades de sus servidores públicos, pues dicho tema queda resuelto con las disposiciones que este nuevo código contiene y que no existían en el anterior código, publicado en el Diario Oficial de la Federación el quince de agosto de mil novecientos noventa. 

Así, a partir de su vigencia, rigen los siguientes preceptos legales:

“Libro séptimo.
De los regímenes sancionador electoral y disciplinario interno.
(…)
Título Segundo
De las responsabilidades de los servidores públicos del Instituto Federal Electoral.
Capítulo Primero.
De las responsabilidades administrativas.

Artículo 379

1. Para los efectos del presente capítulo, serán considerados como servidores públicos del Instituto el consejero presidente, los consejeros electorales del Consejo General y de los consejos locales y distritales, el secretario ejecutivo, el contralor general, los directores ejecutivos, el director general de la Unidad de Fiscalización de los Recursos de los Partidos Políticos, los jefes de unidades administrativas, los vocales ejecutivos de los órganos desconcentrados, los funcionarios y empleados, y, en general, toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en el Instituto Federal Electoral, quienes serán responsables por los actos u omisiones en que incurran en el desempeño de sus respectivas funciones. (…)”

“Artículo 380.
1. Serán causas de responsabilidad para los servidores públicos del Instituto Federal Electoral: (…)”

“Capítulo Segundo.
Del procedimiento para la determinación de responsabilidades administrativas.

Artículo 381

1. El procedimiento para determinar las responsabilidades de los servidores públicos del Instituto Federal Electoral a que se refiere este Título se iniciará de oficio o a petición de parte, por queja o denuncia, presentada por cualquier persona, por el servidor público que tenga conocimiento de los hechos o, en su caso por el Ministerio Público Federal. No se admitirán denuncias anónimas. Las responsabilidades administrativas a que se refiere este artículo, prescribirán en tres años.

2. A falta de disposición expresa en el presente capítulo, serán de aplicación supletoria, en lo conducente, las reglas de sustanciación y resolución del procedimiento sancionador previsto en el Título Primero del presente Libro, la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos y la Ley de Fiscalización Superior de la Federación.”

“Artículo 383

1. Para la determinación de las responsabilidades a que se refiere este capítulo deberá seguirse el siguiente procedimiento: (…)”

“Artículo 387

1. Las resoluciones por las que se impongan sanciones administrativas podrán ser impugnadas (sic) través de los medios de defensa que establezcan el Estatuto y los demás ordenamientos de carácter reglamentario; los interesados podrán optar por la impugnación directa de aquéllas ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa en los términos que fije la ley correspondiente.”

Este régimen define cuáles son las obligaciones de los servidores públicos en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, el catálogo de obligaciones, las sanciones por el incumplimiento y el procedimiento para sancionar a los servidores públicos.

Lo dicho se corrobora con la disposición contenida en el artículo 461 del Estatuto del Servicio Profesional Electoral y del Personal del Instituto Federal Electoral:

“LIBRO QUINTO.
TITULO ÚNICO.
DEL RECURSO DE REVOCACIÓN PARA IMPUGNAR LAS RESOLUCIONES EMITIDAS POR LA CONTRALORÍA GENERAL EN MATERIA DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS.

Artículo 461. Los servidores públicos que resulten responsables en los términos de las resoluciones administrativas que se dicten conforme el procedimiento previsto en el Libro Séptimo, Título Segundo, del Código, podrán ser impugnadas a través del recurso de revocación o directamente ante el Tribunal Federal de Justicia, Fiscal y Administrativa en los términos que fije la ley correspondiente.
Las resoluciones de la Contraloría General, son de naturaleza exclusivamente administrativa y en ningún caso laboral.
La Contraloría, en el ámbito de su competencia, emitirá las disposiciones relativas a la regulación del recurso de revocación.”

En consecuencia, las resoluciones que ponen fin al procedimiento de responsabilidades administrativas de los servidores públicos podrán ser impugnadas a través del recurso de revocación o directamente ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa en los términos que fije la ley correspondiente, por lo que debe declararse sin materia la contradicción de tesis. 

Sirve de apoyo al caso, el criterio jurisprudencial cuyos rubro, texto y datos de identificación son los siguientes:

“CONTRADICCIÓN DE TESIS. DEBE DECLARARSE SIN MATERIA SI EN VIRTUD DE REFORMA A LA LEY HA QUEDADO RESUELTO EL PUNTO DE CONTRADICCIÓN. Tomando en consideración que la resolución emitida a propósito de una contradicción de tesis, tiene por objeto precisar aquella que debe prevalecer con el carácter de jurisprudencia, con la finalidad esencial de crear seguridad jurídica, ningún efecto jurídico tiene el resolver el punto de derecho en pugna si, en virtud de la reforma a la ley, queda resuelto el punto de contradicción aplicable a todos los casos, procediendo, por ende, declarar sin materia la contradicción de tesis.”. (Núm. Registro IUS: 200,299. Tesis aislada. Materia Común. Novena Época. Pleno. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo II, octubre de 1995. Tesis: P. LXXXII/95, página: 82).

Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

ÚNICO. Se declara sin materia la presente contradicción de tesis denunciada.

Notifíquese; cúmplase y, en su oportunidad, archívese este expediente como asunto concluido.

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de once votos de los señores Ministros Aguirre Anguiano, Cossío Díaz, Luna Ramos, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Aguilar Morales, Valls Hernández, Sánchez Cordero de García Villegas, Ortiz Mayagoitia y Presidente Silva Meza.

Firman el Presidente, la Ponente y el Secretario General de Acuerdos Licenciado Rafael Coello Cetina, que autoriza y da fe.


PRESIDENTE DE LA SUPREMA CORTE:



____________________________________________
MINISTRO JUAN N. SILVA MEZA.




PONENTE: 



___________________________________________
MINISTRA MARGARITA BEATRIZ LUNA RAMOS.




SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS:



____________________________________
LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA.




ESTA HOJA CORRESPONDE A LA ÚLTIMA DE LA SENTENCIA RELATIVA A LA CONTRADICCIÓN DE TESIS 12/2010, SUSCITADA ENTRE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN Y EL TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN. FALLADA EN SESIÓN DEL DÍA VEINTISÉIS DE MAYO DE DOS MIL ONCE, EN EL SENTIDO SIGUIENTE: “ÚNICO. SE DECLARA SIN MATERIA LA PRESENTE CONTRADICCIÓN DE TESIS DENUNCIADA.” CONSTE.


EN TÉRMINOS DE LO PREVISTO EN LOS ARTÍCULOS 3º, 20 Y 22 DE LA LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL, EN ESTA VERSIÓN PÚBLICA SE SUPRIME LA INFORMACIÓN CONSIDERADA LEGALMENTE COMO RESERVADA O CONFIDENCIAL QUE ENCUADRA EN ESOS SUPUESTOS NORMATIVOS.
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CONTRADICCIÓN DE TESIS 12/2010. ENTRE 

LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN Y EL TRIBUNAL 

ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA 

FEDERACIÓN.

 

 

 

MINISTRA PONENTE: MA

RGARITA BEATRIZ LUNA

 

RAMOS.

 

SECRETARIA: MARÍA MA

RCELA RAMÍREZ CERRIL

LO.

 

 

 

México, Distrito Federal. Acuerdo del Tribunal Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al día

 

 

veintiséis de mayo de dos mil once.

 

 

Vo. Bo.

 

 

V I S T O S,

 

y;

 

R E S U L T A N D O:

 

 

Cotejó:

 

 

PRIMERO. Denuncia.

 

Por oficio número ***

*******

 

presentado el 

ocho de enero de dos mil diez, en la Oficina de Certificación Judicial y 

Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

**********

 

Titular de la Contraloría General del Instituto Federal 

Electoral, denunció la contrad

icción de criterios, entre los sostenidos 

por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, al admitir a trámite y resolver los juicios para dirimir los 

conflictos o diferencias laborales números 

**********

; 

**********

; 

*****

*****

, 

**********

 

y

 

**********

 

y

 

por la Primera Sala de esta Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, 

en 

el amparo en revisión número 

**********

, en el que resolvió la incompetencia del Tribunal Electoral 

antes mencionado, para conocer de los conflictos que

 

se deriven con 

motivo de las resoluciones dictadas en los procedimientos de 

responsabilidades administrativas de los servidores 

públicos 

instaurado

s por la Contraloría General del Instituto Federal Electoral.

 

